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Bogotá D.C., julio de 2025

Doctor
Jaime Luis Lacouture Peñaloza
Secretario General
Cámara de Representantes
Ciudad


Asunto: Radicación del Proyecto de Ley: “Por medio de la cual se incluyen municipios del Departamento de Boyacá a los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial – PDET y a las Zonas más Afectadas por el Conflicto Armado – ZOMAC, y se dictan otras disposiciones”.


Respetado Doctor Jaime Luis Lacouture Peñaloza:

Por medio de la presente, muy comedidamente me permito radicar el Proyecto de Ley del asunto. En tal sentido, respetuosamente solicito proceder según el trámite previsto legal y constitucionalmente para tales efectos.

Cordialmente, 





HECTOR DAVID CHAPARRO 
Representante a la Cámara	
Partido Liberal	















PROYECTO DE LEY No. ______ DE 2025 CÁMARA


POR MEDIO DE LA CUAL SE INCLUYEN MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DE BOYACÁ A LOS PROGRAMAS DE DESARROLLO CON ENFOQUE TERRITORIAL – PDET Y A LAS ZONAS MÁS AFECTADAS POR EL CONFLICTO ARMADO – ZOMAC, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA


Articulo 1. Objeto. La presente Ley tiene por objeto incluir a los municipios de Puerto Boyacá, Cubará, El Cocuy, Chita, Chivor, Labrazangrande, Pajarito, Pisba, Paya,  Güicán, Panqueba, El Espino, Chiscas, Muzo, La Victoria, Busbanzá, Tutazá  del Departamento de Boyacá a los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial – PDET y a las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado – ZOMAC. 

El propósito esencial es impulsar la paz, el desarrollo y el reconocimiento de los derechos de los habitantes de esos municipios, otorgando una seguridad humana integral con participación de las autoridades civiles.

Artículo 2. Modifíquese el Artículo 1.1.4 del Decreto 1650 de 2017 y sus anexos, incluyendo un parágrafo nuevo, el cual quedará así: 

“Artículo 1.1.4. Definición de las Zonas más Afectadas por el Conflicto Armado - ZOMAC. ZOMAC es el conjunto de municipios que sean considerados como más afectados por el Conflicto Armado - ZOMAC - definidos conforme con lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 236 de la Ley 1819 del 29 de diciembre de 2016 y en cuya jurisdicción aplicarán las disposiciones establecidas en los artículos 235 al 237 de la misma ley y los reglamentos que se expidan.

La metodología y los Municipios más Afectados por el Conflicto Armado - ZOMAC – están definidos en el Anexo No. 2 del presente decreto.

Parágrafo. Inclúyase los municipios de Puerto Boyacá, Cubará, El Cocuy, Chita, , Güicán, Panqueba, El Espino, Chiscas, Muzo, La Victoria, Busbanzá, Tutazá  del Departamento de Boyacá como Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado – ZOMAC. 


Artículo 3. Modifíquese el artículo 1 del Decreto 893 de 2017, el cual quedará así: 

“Artículo 1. Objeto. Créanse los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) como un instrumento de planificación y gestión para implementar de manera prioritaria los planes sectoriales y programas en el marco de la Reforma Rural Integral (RRI) y las medidas pertinentes que establece el Acuerdo Final, en articulación con los planes territoriales, en los municipios priorizados en el presente
Decreto de conformidad con los criterios establecidos en el Acuerdo Final.

Los PDET se formularán por una sola vez y tendrán una vigencia de quince (15) años. Serán coordinados por la Agencia de Renovación del Territorio (ART), en ejercicio de las funciones que le son propias de conformidad con lo dispuesto en el Decreto Ley 2366 de 2015, modificado por el Decreto Ley 2096 de 2016.


Artículo 4. Modifíquese el artículo 3 del Decreto 893 de 2017, el cual quedará así: 

“Artículo 3. Cobertura Geográfica. Se desarrollarán 16 PDET, en 170 municipios agrupados así:

(…)

	Subregión
	Departamento
	Código
	Municipio

	
BOYACÁ
	
BOYACÁ
	15572

	Puerto Boyacá

	
	
	15244

	El Cocuy


	
	
	15223 

	Cubará


	
	
	15183

	Chita


	
	
	15236 

	Chivor


	
	
	15377

	Labrazangrande


	
	
	15518 

	Pajarito


	
	
	15550

	Pisba


	
	
	15533

	Paya


	
	
	15332 

	Güicán


	
	
	15522 

	Panqueba


	
	
	15248

	El Espino


	
	
	15180

	Chiscas


	
	
	15480 

	Muzo


	
	
	15401

	La Victoria


	
	
	15114 

	Busbanzá


	
	
	15839

	Tutazá




(…)

Parágrafo 3. El Gobierno Nacional, tendrá la responsabilidad de adelantar todas las acciones necesarias para desarrollar los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial para los nuevos municipios PDET, incluidos los Planes de Acción para la Trasformación Regional para cada uno. 


Artículo 5. Temporalidad Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC). Para todos los efectos, a los municipios contemplados en el parágrafo  del Artículo 1.1.4 del Decreto 1650 de 2017,  se les aplicarán las medidas tributarias previstas en los artículos 235 a 238 de la Ley 1819  de 2016 y las dispuestas en el Decreto 1650 de 2017 por un plazo de 5 años a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 6. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación, y deroga todas aquellas que le sean contrarias. 




HÉCTOR DAVID CHAPARRO 
Representante a la Cámara	
Partido Liberal













EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. Objeto del proyecto de ley.

El presente Proyecto de Ley tiene como objeto incluir a los municipios de Puerto Boyacá, Cubará, El Cocuy, Chita, Chivor, Labrazangrande, Pajarito, Pisba, Paya,  Güicán, Panqueba, El Espino, Chiscas, Muzo, La Victoria, Busbanzá, Tutazá  del Departamento de Boyacá a los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial – PDET y a las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado – ZOMAC para que sean beneficiarios de: 1. Las medidas tributarias previstas en los artículos 235 a 238 de la Ley 1819 de 2016 y de las dispuestas en el Decreto 1650 de 2017; 2. Las acciones del gobierno nacional encaminadas a fortalecer la institucionalidad,lograr la transformación estructural del campo; 3. Mejorar los índices de bienestar y el buen vivir de la población en zonas rurales; 4. El desarrollo de la economía campesina y familiar (cooperativa, mutual, comunal, micro empresarial y asociativa solidaria; 5. La trasformación del territorio y las condiciones que han perpetuado el conflicto, entre otras. 

Asimismo, se pretende aumentar la vigencia de los PDET por 5 años más y la de los ZOMAC para los municipios propuestos por un término de 5 años a partir de la entrada en vigencia de la ley, aunado a la responsabilidad del Gobierno Nacional de adelantar todas las acciones necesarias para desarrollar los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial en los municipios propuestos. 

En suma, el presente Proyecto de Ley busca subsanar la omisión histórica que ha tenido el Estado con las comunidades afectadas por el conflicto armado en Boyacá y garantizar que los municipios que han sufrido de manera significativa los efectos del conflicto sean incluidos en los PDET y las ZOMAC, accediendo a los mismos beneficios que se han brindado a otras regiones. Esta inclusión no solo es un asunto de justicia, sino también una necesidad estratégica para garantizar el desarrollo equitativo del país y la consolidación de la paz en estos territorios.


2. Justificación. 

De manera preliminar se hace necesario dejar claridad que el legislador tiene plena facultad de modificar las normas que se incluyen en esta iniciativa legislativa. Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho en Sentencia C-730 de 2017 que: 
	
“ (…) El legislador del presente no puede prohibir al legislador futuro las facultades de modificación, pues como indica la Procuraduría, se desconocería el principio de soberanía popular. De igual manera, el legislador actual tampoco puede supeditar la facultad reglamentaria del Gobierno en relación con preceptos dotados del carácter material de ley a su inexorable ejercicio por una sola vez, pues en este caso se vulneraría el principio de separación de poderes y se limitaría una competencia constitucional propia del ejecutivo (…).
Esta cuestión versa sobre el alcance de las modificaciones que pudiera introducir el legislador y sobre los límites del Gobierno en ejercicio de su facultad reglamentaria, ya que se debe establecer si hay lugar a una competencia abierta para modificar el contenido del decreto ley, inclusive desatendiendo contenidos del Acuerdo de Paz.
Al respecto, considera esta Corte que la capacidad de modificación legal de las disposiciones examinadas estará limitada, mas no por este decreto ley, que se podría reformar en un futuro desde una perspectiva general, sino por el Acto Legislativo 02 de 2017 que, en desarrollo del derecho a la paz, estableció que los desarrollos normativos del Acuerdo Final y su interpretación y aplicación “deberán guardar coherencia[82] e integralidad con lo acordado, preservando los contenidos, los compromisos, el espíritu y los principios del Acuerdo Final”. Así las cosas, al modificar las medidas legislativas que implementen el Acuerdo Final, el Congreso tendrá una competencia limitada por el Acto Legislativo 02 de 2017, que le permitirá desarrollar el Acuerdo con base en el principio constitucional de buena fe y, especialmente, con fundamento en la paz que es un derecho y pilar fundamental de la Constitución de 1991. De este modo, las futuras modificaciones legislativas deberán guardar la debida coherencia con lo establecido en el Acuerdo Final y esto, a su turno, condicionará el alcance del ejercicio de la potestad reglamentaria, pues, no siendo independiente de la ley reglamentada, carece de la fuerza indispensable para variarla.” (Subrayado y negrilla propios). 
Dicho lo anterior, debemos mencionar que Dentro del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera (2016), en su punto 1.2, se establecieron los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) con el objetivo de lograr una transformación estructural del campo y del ámbito rural en Colombia. Estos programas buscan promover un equilibrio entre el desarrollo rural y urbano, asegurando condiciones de vida dignas para las comunidades más afectadas por el conflicto armado y la pobreza.
Como objetivos y finalidades principales de los PDET, se tienen que pretenden garantizar: 
1. Bienestar y desarrollo equitativo: Mejorar la calidad de vida de la población rural, asegurando el acceso a derechos políticos, económicos, sociales y culturales, reduciendo los efectos de la miseria y del conflicto armado.
2. Protección de la diversidad étnica y cultural: Fortalecer el conocimiento, la organización social, la producción económica y la relación sostenible con la naturaleza de comunidades indígenas, afrodescendientes, raizales y palenqueras.
3. Impulso de la economía campesina: Apoyar formas de producción comunitarias, cooperativas y microempresariales, promoviendo el acceso a la tierra y a bienes y servicios productivos.
4. Desarrollo e integración de regiones vulnerables: Implementar inversiones públicas progresivas y concertadas con las comunidades para reducir brechas entre el campo y la ciudad.
5. Fortalecimiento de organizaciones comunitarias: Incluir activamente a las organizaciones de mujeres rurales y demás actores sociales en el proceso de transformación territorial.
6. Consolidación del campo como escenario de reconciliación: Fomentar la paz y la convivencia en las comunidades rurales a través del desarrollo sostenible.
Es así como la Agencia de Renovación del Territorio (ART), señala que los PDET se han diseñado como un instrumento de planeación y gestión para transformar las zonas más afectadas por el conflicto armado, la pobreza extrema, la debilidad institucional y la presencia de economías ilegales, incluyendo cultivos de uso ilícito. Para ello, se establecieron criterios de priorización basados en:
· Niveles de pobreza extrema y necesidades básicas insatisfechas.
· Grado de afectación por el conflicto armado.
· Debilidad institucional y limitaciones en la capacidad de gestión local.
· Presencia de cultivos de uso ilícito y otras economías ilegales.
A partir de estos criterios, en su momento se priorizaron 170 municipios organizados en 16 subregiones, cubriendo aproximadamente 11.000 veredas y recogiendo 32.808 iniciativas propuestas por las comunidades.
A partir de los PDET el Acuerdo de Paz estableció que en cada zona priorizada, se debe elaborar de manera participativa un Plan de Acción para la Transformación Regional (PATR), integrando todos los niveles del ordenamiento territorial. Estos planes deben contemplar aspectos sociohistóricos, culturales, ambientales y productivos de cada territorio, asegurando que las inversiones públicas se destinen de manera efectiva y sostenible.
De esta manera los PDET representan una estrategia clave dentro del Acuerdo de Paz para impulsar el desarrollo rural sostenible y cerrar las brechas históricas de desigualdad en toda Colombia y no solo en unos municipios. Siendo las condiciones de violencia un factor dinámico en necesario brindar esas herramientas de planeación a otros municipios que hayan sido impactados por el conflicto, para así poder transformar plena e íntegramente las regiones afectadas por el conflicto, promoviendo el bienestar de sus habitantes y la estabilidad.
Es que con esta modificación se acata el principio de buena fe en el cumplimiento del Acuerdo Final y guardar conexidad objetiva, estricta y suficiente con los contenidos del mismo, con total sujeción a la Carta Política, en aras de garantizar la efectividad del derecho a la paz en los territorios afectados por el conflicto en el Departamento de Boyacá.
De acuerdo con la Sentencia C-730 de 2017 se expone respecto al Decreto que 893 de 2017 que el Acuerdo Final tiene seis ejes temáticos, a saber: (i) Reforma Rural Integral: hacia un nuevo campo colombiano, (ii) Participación Política: apertura democrática para construir la paz, (iii) Fin del Conflicto, (iv) Solución al problema de las drogas ilícitas, (v) Acuerdo sobre las víctimas del conflicto y (vi) Mecanismos de implementación y verificación del cumplimiento del Acuerdo.
Como parte del primer punto sobre Reforma Rural Integral, el Acuerdo Final contiene el compromiso de crear los Programas de Desarrollo Rural con Enfoque Territorial y, a la vez, prevé un conjunto de herramientas para lograr esa reforma desde una perspectiva de “acceso integral” a la tierra en el marco de los PDET, según aparece en el punto 1.1.4 del Acuerdo y también en el punto 1.1.5, referente a la formalización masiva de la pequeña y mediana propiedad rural.
Frente al punto 1.2 del Acuerdo Final está específicamente destinado a los PDET y contiene el señalamiento de su objetivo (1.2.1), los criterios de priorización (1.2.2), la creación de los planes de acción para la transformación regional (1.2.3), los mecanismos de participación para su formulación, ejecución y veeduría (1.2.4), los medios para su diseño y ejecución (1.2.5), así como los mecanismos de seguimiento y evaluación (1.2.6). Igualmente, del último de los ejes temáticos del Acuerdo, relativo a los mecanismos de implementación y verificación de su cumplimiento, hace parte el punto 6.2, denominado capítulo étnico, que prevé disposiciones específicas tratándose del desarrollo de los PDET en los territorios de comunidades indígenas y afrocolombianas (6.2.3.a).
En ese sentido los PDET se constituyen como una herramienta de planeación, acorde con el Acuerdo Final, cuyo propósito es organizar la intervención del Estado en las zonas priorizadas mediante Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial. Conforme ha sido expuesto, la creación de estos programas no solo corresponde a lo pactado en el Acuerdo Final, sino que desarrolla objetivos constitucionales primordiales, como la realización del derecho a la igualdad material entre miembros de poblaciones urbanas y campesinas, valiéndose de mecanismos de asignación de la inversión social.

Por su parte, las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC) responden a aquellas regiones que por décadas han sido las más golpeadas por la violencia en Colombia y sobre las cuales se busca acelerar su crecimiento, desarrollo y progreso. Es así como a través del Decreto 1650 de octubre de 2017, el Gobierno nacional crea el programa de estímulos ZOMAC, siendo escenarios en los que se incentiva la inversión otorgando beneficios tributarios para las empresas y nuevas sociedades que desarrollen su actividad económica y generen empleo en cualquiera de los 344 municipios seleccionados por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Departamento Nacional de Planeación (DNP) y la Agencia de Renovación del Territorio (ART). 
Entre los beneficios de estas zonas están las previstas en la Ley 1819 de 2016 y el Decreto 1650 de 2017, que incluyen medidas como: 
· Tarifa del Impuesto sobre la Renta y complementarios de las nuevas sociedades que sean micro y pequeñas empresas, que inicien actividades en las ZOMAC por los años 2017 a 2021 será del 0% 
· Por los años 2022 a 2024 la tarifa será del 25% de la tarifa general del Impuesto sobre la Renta para personas jurídicas o asimiladas 
· Para los años 2025 a 2027 la tarifa será del 50% de la tarifa general. 
· La tarifa del Impuesto sobre la Renta y complementarios de las nuevas sociedades que sean medianas y grandes empresas, que inicien sus actividades en las ZOMAC por los años 2017 a 2021 será del 50% de la tarifa general del Impuesto sobre la Renta y complementarios para personas jurídicas o asimiladas; Por los años 2022 a 2027 la tarifa será del 75% de la tarifa general.
· El Gobierno nacional diseñará líneas de redescuento a través de la Financiera de Desarrollo Territorial S.A - Findeter y el Banco de Comercio Exterior de Colombia S.A. - Bancóldex, dirigidas a empresas y entidades territoriales que busquen invertir en proyectos productivos con el fin de contribuir a la reactivación económica del país. 
· El mecanismo de obras por impuestos. 
Beneficios que varían por tamaño de la empresa y actividad económica (Cuadro 3). Por ejemplo: − Microempresa con vocación agrícola, cuyo domicilio y proceso productivo se desarrolle dentro de las ZOMAC, que invierta 40 SMLMV (2017: $29.508.680) y genere 2 empleos directos, podrá gozar del incentivo − Empresa grande, que desarrolla esta misma actividad, los requisitos de inversión y empleo se incrementan a 7800 SMLMV (2017: $5.754.192.600) y 49 empleos directos, respectivamente.
En definitiva, estas zonas tienen el objetivo de atraer la inversión del sector privado expresada en la creación de empresas y la generación de empleo con la finalidad de cerrar las brechas de desigualdad socioeconómicas en estas zonas.

A partir de lo anterior se puede responder estar preguntas, que atienden justamente a la necesidad de esta iniciativa:

¿Cuáles son los beneficios para los municipios PDET?: El principal beneficio para los PDET la aplicación de la Reforma Rural Integral de forma prioritaria en estas zonas rurales. Mediante esta reforma, se buscan sentar las bases para la transformación del campo, generar desarrollo social, reducir los índices de pobreza y crear desarrollo integral de la sociedad mediante proyectos de inversión que generen bienestar para la población. Además existen incentivos tributarios para fomentar el crecimiento económico en dichos territorios. 

Bien sea mediante el mejoramiento de vías, obras de mejoramiento para escuelas o instituciones pública, el objetivo es integrar a las zonas afectadas por la violencia para fortalecerlas y propender por el desarrollo económico y social. 


¿Qué es ZOMAC?: Las ZOMAC son un conjunto de municipios que agrupa las zonas del país más afectadas por el conflicto, tal como indican sus siglas ZOMAC – Zonas más Afectadas por el Conflicto Armado. Estas zonas tienen una serie de implicaciones en el régimen de tributación para empresas dedicadas en las zonas o bien, creadas en las zonas que tuvieron la principal incidencia del conflicto. Los beneficios e incentivos tributarios de las ZOMAC quedaron plasmados en los artículos 235 al 237 de la ley 2819 de 2016 y el Decreto 1650 de 2017.

Es que la Corte Constitucional ha dicho que estos municipios están relacionados a derechos fundamentales como, por ejemplo, el derecho a la educación básica de niños, niñas y adolescentes (arts. 44 y 67 C.P.); el derecho a la salud (Ley 1757 de 2015); el derecho a la alimentación que es fundamental para la mujer gestante y lactante (artículo 43 C.P.), para los niños y niñas (artículo 44 C.P.) y para las personas mayores (artículo 46 C.P.), y el derecho al mínimo vital (artículo 11 y 53); todas las acciones encaminadas a la satisfacción de estos derechos contribuye a erradicar la pobreza extrema en el campo y la discriminación entre habitantes del campo y la ciudad.

Los PDET y los PATR también contribuyen a la realización del derecho fundamental a la reparación individual y colectiva de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, en cuanto los PDET son focalizados en zonas de alta victimización y deben tener un enfoque reparador, como lo menciona el punto 5.1.3.3 del Acuerdo Final, y el artículo 4.6 del Decreto Ley. Adicionalmente, en su conjunto, los PDET, como parte de la Reforma Rural Integral, de acuerdo con el texto del Acuerdo Final, fueron concebidos como una garantía de no repetición del conflicto armado, por lo que hacen parte del derecho a la reparación, en su componente de garantía de no repetición (artículos 2, 93 y 230 C.P.).

Es que, además el Acto Legislativo 02 de 2017 señala, además, que las autoridades del Estado tienen la obligación de cumplir de buena fe con lo establecido en el Acuerdo Final, por lo que los desarrollos normativos del Acuerdo Final y su interpretación “deberán guardar coherencia e integralidad con lo acordado, preservando los contenidos, los compromisos, el espíritu y los principios del Acuerdo Final”. Esta disposición impone a los órganos y autoridades del Estado el cumplimiento de buena fe de los compromisos del Acuerdo Final y la búsqueda de sus finalidades, para lo cual, en el Ámbito de sus competencias, podrán elegir los medios más apropiados para ello, bajo el principio de progresividad. Es decir, los ajustes a los contenidos normativos de implementación son admisibles siempre que tengan por objeto el cumplimiento de buena fe de los compromisos y finalidades del Acuerdo Final. Esta obligación, establecida en el Acto Legislativo 02 de 2017, no se refiere sólo a la producción normativa tendiente a implementar y desarrollar lo acordado, sino a la ejecución y desarrollo de las normas de implementación. 

BOYACÁ 

La exclusión de Boyacá de los PDET es inexplicable a la luz de los datos que documentan el impacto del conflicto armado en este departamento. Según la Unidad para las Víctimas (2024), Boyacá registra 37.916 víctimas de desplazamiento forzado, cifra comparable con municipios de Caquetá, Nariño y el Catatumbo, que fueron incluidos en los PDET. Además, 10.198 homicidios y 2.717 desapariciones forzadas reflejan la magnitud de la violencia sufrida por la población, con municipios como Puerto Boyacá, Cubará, Chita y Pajarito soportando algunos de los peores efectos del conflicto.

Para contextualizar la injusticia de esta exclusión, se pueden comparar las cifras de algunos municipios boyacenses con otros que sí fueron incluidos en los PDET. Puerto Boyacá presenta 1.503 homicidios, 1.154 desapariciones forzadas y 6.446 desplazados, cifras que superan las de municipios PDET en Putumayo (Puerto Leguízamo: 1.122 homicidios, 5.879 desplazados) y Meta (Vista Hermosa: 998 homicidios, 5.342 desplazados).

De manera similar, Cubará reporta 1.050 desplazados y 297 homicidios, superando municipios PDET en Arauca como Arauquita (812 desplazados y 275 homicidios) y en Tolima como Ataco (970 desplazados, 289 homicidios). En Chita, se documentan 1.458 personas desplazadas y 350 homicidios, una afectación que sobrepasa municipios PDET de Cauca como Balboa (1.200 desplazados, 315 homicidios).

Estos datos evidencian que, si la selección de municipios PDET se basó en criterios de violencia y desplazamiento, Boyacá debió ser incluido desde un principio. Su exclusión constituye un rezago en el acceso a recursos, infraestructura y oportunidades económicas esenciales para la recuperación de estas comunidades.

La Corte Constitucional a través de La Sentencia C-730 de 2017, determinó que la selección de territorios para esquemas de desarrollo especial debe sustentarse en criterios objetivos y verificables. La exclusión de Boyacá de los PDET contradice este principio, pues las cifras demuestran que su situación es equiparable a la de otros municipios ya beneficiados. Por ello, es necesario revisar y reformar los criterios de inclusión en los PDET y ZOMAC, permitiendo la incorporación de Boyacá a estos programas. 

CIFRAS

-VÍCTIMAS: 

A febrero de 2025, Colombia tenía registradas en el Registro Único de Víctimas (RUV), un total de 9’882.219 personas han sido reconocidas como víctimas del conflicto armado, lo que equivale al 21,9 % de la población, es decir, aproximadamente 2 de cada 10 colombianos.
En el departamento de Boyacá, la Unidad para las Víctimas (2025) reporta 50.611 víctimas reconocidas, afectadas por más de 61.600 hechos de violencia. Entre estos, se registran más de 10.690 homicidios, 2.900 casos de desaparición forzada, 39.300 personas desplazadas forzosamente, 425 casos de secuestro, 130 casos de tortura y 400 actos terroristas, entre otros muchos eventos que evidencian la magnitud del impacto del conflicto armado en la región.
[image: ]
(Fuente: Unidad para las Víctimas, 2025)

En el mapa de victimización de la Unidad para las Víctimas[footnoteRef:1], que muestra casos o hechos cometidos con ocasión del conflicto que no estén dentro del universo de víctimas objeto de registro en el Programa de Reparación Integral de Víctimas, deja ver que Boyacá tiene 41 casos, siendo el séptimo departamento con más casos no registrados.  [1:  https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/mapa-de-victimizacion/
] 
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(Fuente: Unidad para las Víctimas, 2025)


En cuanto al Índice de Incidencia del Conflicto Armado (IICA)[footnoteRef:2] para el departamento de Boyacá, este mide diversas variables relacionadas con la violencia y sus impactos, tales como: (i) acciones armadas, (ii) homicidios, (iii) secuestros, (iv) víctimas de minas antipersonal, (v) desplazamiento forzado y (vi) cultivos de coca. Adicionalmente, se incluyeron dos variables más: (vii) homicidios de líderes sociales y defensores de derechos humanos y (viii) homicidios de excombatientes. [2:  https://www.dnp.gov.co/LaEntidad_/subdireccion-general-prospectiva-desarrollo-nacional/direccion-gobierno-ddhh-paz/Paginas/mediciones-seguimiento-y-evaluaciones.aspx] 

Este índice proporciona insumos clave para el diseño, ajuste e implementación de políticas, programas y proyectos territoriales enfocados en la construcción de paz. En este contexto, se tiene que los siguientes municipios han tenido incidencia de conflicto armado, medio, alto y muy alto:

· 2002- 2013: Pajarito, Paya, Tutazá, Labranzagrande, Campohermoso, Mongua, San Luis de Gaceno, Zetaquira, Chinavita, Chiscas, Aquitania, Cubará, San Eduardo, Chivor, Otanche, Susacón, Pauna, San Pablo de Borbur, Socotá, Paéz, Tinjacá, Coper, Macanal, Güicán, El Cocuy, Almeida, Chinavita, Muzo, El Espino, Garagoa, Chita, Chiquinquirá, Berbeo, Monguí, Corrales, Briceño, Pisba (Medio Alto, Alto, Muy Alto).
· 2014: Pisba, Combita, Labranzagrande, Cubara, Pajarito, Panqueba. (Medio Alto, Alto, Muy Alto).
· 2015: Güicán, Pajarito, Labranzagrande, Cubará. (Medio Alto, Alto, Muy Alto).
· 2016: Cubará, Pajarito, Pisba, (Medio Alto, Alto, Muy Alto).
· 2017: Cubará, Güicán, Pisba, Labranzagrande, Pajarito.  (Medio Alto, Alto, Muy Alto).
· 2018: Otanche, Paya, Güicán, Labranzagrande, Pajarito, Tutaza Cubará. (Medio Alto, Alto, Muy Alto).
· 2019: Cubará, La Victoria. (Medio Alto, Alto, Muy Alto).
· 2020: Güicán, El Cocuy, Cubará. (Medio Alto, Alto, Muy Alto).
· 2021: Chita, Covarachia, Busbanza, Cubara. (Medio Alto, Alto, Muy Alto).
· 2022: Cubara, Combita, Muzo. (Medio Alto, Alto, Muy Alto).


De otra parte, con información de la Gobernación de Boyacá en el departamento se encuentran 3 grandes grupos étnicos, (Gobernación de Boyacá, 2022) conformados por:
· Resguardo unido U’wa: Comprende los municipios de Güicán, donde la intervención se hace por listado censal a 1305 personas, y Cubara, que, por listado censal, ascienden a más de 4200 personas. De este grupo, en Boyacá se encuentran un total de 7 comunidades, que incluyen Bachira y Bocotá en el municipio de Güicán de la Sierra, así como Rotarbaria, Covaria, Rinconada, Barrosa y Tegría en el municipio de Cubara.

· Comunidad Emberá Katio y Emberá Chami: Estas comunidades enfrentan una situación especial debido al conflicto armado en su región. En Puerto Boyacá, las familias Embera Chamí y Katío se organizan en 5 familias extensas. Un proceso de caracterización realizado tomó en cuenta a 38 familias nucleares divididas en 23 Katio y 12 Chamí, conformadas por un total de 178 individuos.

· Comunidad U’wa: A 2022 se encontraron 5 familias extensas pertenecientes a esta comunidad, las cuales llegaron al municipio de Ráquira en condición de desplazamiento.

Frente a  comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras: 

· En Puerto Boyacá, como resultado de los procesos de caracterización sociocultural, se identificaron un total de 1489 personas como miembros de las comunidades COMUNIDADES NEGRAS, AFROCOLOMBIANAS, RAIZALES Y PALENQUERAS, de las cuales 498 están asociadas a las organizaciones mencionadas anteriormente. (Gobernación de Boyacá, 2023)

· De acuerdo con el censo realizado por la organización Asociación de Afros de Cubará (ASAFRACU), se estima una población de 150 personas en la vereda Margua de Cubará. (Gobernación de Boyacá, 2023)

La comunidad raizal en el departamento de Boyacá se ubica en los Municipios de Cubará (5%), Puerto Boyacá (82%) y en la capital del Departamento de Boyacá, Tunja con un 13 %. (Secretaría de Planeación , 2023). 

Por su parte, de acuerdo con cifras del Censo 2018, en Boyacá hay 6.736 personas miembros de comunidades indígenas, de los cuales 5.626, habitan en resguardos indígenas o territorios étnicos (DANE, 2022). En el departamento se cuentan 5626 miembros de la Comunidad U’wa, 260 integrantes de la Comunidad Embera Katio y Embera Chami; 16 miembros de Comunidad U’wa y 834 personas de diferentes comunidades sin Territorio
étnico flotantes (Secretaría de Planeación , 2023)

Esto significa que el Proyecto tiene un propósito de proteger y brindar mayores oportunidades a estos grupos indígenas y agro que habitan en el Departamento. 


- BRECHA DIGITAL- “BOYACÁ ESTÁ DESCONECTADO”: Actualmente, existe una alta disparidad y brecha en Boyacá entre quienes acceden a internet y quienes no lo hacen. 5 de cada 10 hogares en el departamento (DANE, 2023) no tienen acceso a internet y en su gran mayoría son hogares de bajos ingresos, lo que podría traducirse en falta de oportunidades y un aumento de la desigualdad. Tan solo el 54,1% de los hogares en Boyacá cuenta con este servicio, con una mayor concentración en las cabeceras (65,2%) frente a las zonas rurales (35,9%). A todo esto, se suma que la posesión de computadoras (de escritorio, portátiles o tabletas) en los hogares es tan solo de un 28,1% en total. La proporción de hogares con computadoras es más alta en las cabeceras municipales (38,6%) en comparación con las zonas rurales (11,0%). En ese contexto, son necesarias acciones encaminadas para trabajar en lo rural y urbano. (DANE, 2023).

Así mismo, la brecha digital en Boyacá ha ido aumentando pese a los esfuerzos institucionales por promover la oferta y realizar acciones tendientes a garantizar el acceso a servicios. Según el Índice de Brecha Digital Regional del Ministerio TIC (MINTIC COLOMBIA, 2023[footnoteRef:3]) Boyacá se ubicó en la posición No. 11 del ranking nacional manteniendo la esa misma posición desde el 2020, de manera que se requieren sumar esfuerzos que impacten los municipios ma2s alejados e impactados por el conflicto como el caso de Cubará, por mencionar solo un ejemplo. En especial se requiere garantizar el acceso, uso y apropiación de nuevas tecnologías.  [3:  https://colombiatic.mintic.gov.co/679/articles-396961_recurso_3.pdf] 


Es que las Tecnologías de la información y las comunicaciones-TIC y las tecnologías emergentes permiten dinamizar la economía, cambiar la forma en como nos comunicamos y son catalizadores para reducir la desigualdad y la pobreza. Según el (Departamento Nacional de Planeación DNP, 2018) en su estudio “Aproximación al impacto de las TIC en la desigualdad de ingresos en Colombia”, se afirma que “(…) la penetración del servicio de Internet es a todas luces el factor más importante para explicar los cambios en la distribución del ingreso”. 

De otra parte, en lo que refiere a Hogares con acceso a Televisión TDT, tan solo el 54,1% de los hogares en Boyacá
cuenta con este servicio, con una mayor concentración en las cabeceras (65,2%) frente a las zonas rurales (35,9%). A todo esto, se suma que la posesión de computadoras (de escritorio, portátiles o tabletas) en los hogares es tan solo de un 28,1% en total. La proporción de hogares con computadoras es más alta en las cabeceras municipales (38,6%) en comparación con las zonas rurales (11,0%), (Datos tomados del Boletín técnico Indicadores básicos de tenencia y uso de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones – TIC en hogares y personas de 5 y más años de edad (DANE, 2023).


- EDUCACIÓN: De acuerdo con cifras de la Gobernación de Boyacá[footnoteRef:4], la tasa de Cobertura bruta de Primaria y de secundaria, 2023 vs 2022, disminuyó en 1.120 y 2.012 estudiantes matriculados respectivamente, equivalente a una baja en puntos de 1,9 y 4 puntos; evidenciando una alta disminución en la matrícula de secundaria; distribuidos 73.2% en la zona urbana y el 26,8% en la zona rural. De los registrados en SIMAT en la zona urbana, un gran porcentaje residen en el área rural del Departamento, dado que en el área rural se encuentran pocas Instituciones Educativas que ofrecen la básica Secundaria y tienen que desplazarse a cursar este nivel a las cabeceras municipales y algunos no continúan, contribuyendo a la deserción escolar presentada en esta Entidad Territorial, que es del 2.95% para el 2022, según datos del MEN en su documento Cobertura en cifras de noviembre de 2023. (Secretaria de Educación de Boyacá, 2023).  [4:  https://www.boyaca.gov.co/wp-content/uploads/2024/07/PDD-NUESTRO-GRAN-PLAN-ES-BOYACA-2024-2027-FINAL.pdf] 


A través de la Gran Encuesta Integrada de Hogares (GEIH) realizada en el año 2018, arrojó como resultado que la tasa de analfabetismo del país es de 5,24 %. Esto equivale a que, aproximadamente, 1.857.000 colombianos, no tienen competencias lectoras y escritas. La tasa de analfabetismo en Colombia 2023 se encuentra en aproximadamente el 6% de la población; porcentaje que numéricamente indica que tres millones de personas radicadas en el país carecen de habilidades y conocimientos cuyo ejercicio les reporte los mínimos vitales.
La mayoría de los departamentos del país reporta cifras de analfabetismo menores al 10 %. Quienes no tienen estas competencias hacen parte de porcentajes inferiores al 4 % a nivel nacional. En lo que respecta a Boyacá de acuerdo con el DANE tiene una cifra de analfabetismo de 5.81%, el porcentaje obedece a que hay zonas rurales dispersas donde no hay infraestructura básica, lo que se puede traducir en dificultad para acceder al sistema
educativo.

Esta situación evidencia la necesidad de apoyar sectores clave para de desarrollo de las regiones como lo es la educación. 

- POBREZA Y OTROS FACTORES ASOCIADOS EN EL DEPARTAMENTO[footnoteRef:5]: De acuerdo con el informe de “Boyacá en cifras 2023 de la Cámaras de Comercio de Boyacá, respecto a la distribución de la población por área geográfica se encuentra que el 60,5 % de los habitantes se encuentran radicados en la zona urbana de los municipios del departamento, mientras que el 39,5 % restante corresponde a población que reside en el área rural y centros poblados. De estos, los hombres ocupan un mayor porcentaje en las zonas rurales con 51,8 % frente al 48,2% de mujeres, mientras que en las áreas urbanas el porcentaje de habitantes mujeres es del 52,3 % y el de los hombres 47,7 %[footnoteRef:6]. [5:  https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/pobreza-y-condiciones-de-vida/pobreza-multidimensional
]  [6:  https://cctunja.org.co/wp-content/uploads/2024/08/Boyaca_Cifras_2023_V1.pdf] 


Haciendo referencia a la distribución de la población en relación con las provincias existentes en el departamento, se tiene que el 70,6 % de los habitantes se encuentran distribuidos en cuatro provincias: Centro, Occidente, Sugamuxi y Tundama, donde más del 59 % de la población de estas provincias, habita en las áreas urbanas; mientras que el 29,4 % restante de la población del departamento se distribuye en las otras nueve provincias. Así mismo, se puede evidenciar que existe una mayor cantidad de población habitando las zonas rurales y centros poblados, en relación con las áreas urbanas; las provincias menos pobladas son Márquez con 72,5 %, seguida de La Libertad 65,9 %, Gutiérrez 65,2 %, Valderrama 62,3 %, Ricaurte 59 %, Oriente 56,2 %, Lengupá 54,7 %, Norte 53,2 %.
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Del periodo 2012 al 2022, se evidencia un comportamiento cíclico de la incidencia de pobreza monetaria en el departamento de Boyacá, teniendo como picos del ciclo, los años 2013 y el 2021. A nivel general, la tendencia es decreciente con una reducción de 5,5 puntos para el año 2022 frente al 2021.
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Dentro de las principales tendencias de las privaciones por hogar en el departamento de Boyacá se identifican reducciones para la serie 2018 al 2023 en: 4 puntos porcentuales en analfabetismo, 8,1 puntos en bajo logro educativo, 4 puntos en barreras de acceso a servicios de salud, 1,1 puntos en Hacinamiento crítico, 2,4 puntos en inadecuada eliminación de excretas, 0,2 puntos en inasistencia escolar, 0,2 puntos en Material inadecuado de paredes exteriores, 2,5 puntos material inadecuado de pisos, 3,7 puntos rezago escolar, 12,5 puntos sin acceso a fuente de agua mejorada, 2,6 puntos sin aseguramiento en salud, 0,8 puntos trabajo infantil y 1,7 puntos trabajo informal. Por otra parte, las variables que presentaron incrementos en su ponderación fueron con 1,2 puntos barreras a servicios para cuidado de la primera infancia y con 0,1 puntos desempleo de larga duración.
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En relación al comportamiento de las privaciones por hogar en el departamento de Boyacá para el periodo 2023 teniendo en cuenta distribución poblacional, se destaca: mayores índices en el sector rural para las variables de analfabetismos, bajo logro educativo, barreras de acceso a servicios de salud, desempleo de larga duración, inadecuada eliminación de excretas, inasistencia escolar, materiales inadecuados en pisos, rezago escolar, sin acceso a fuentes mejoradas de agua, trabajo infantil, y trabajo informal. En relación con las mejores condiciones de área rural, se identifican las barreras a servicios para cuidado de la primera infancia, hacinamiento crítico, materiales inadecuados de paredes exteriores y sin aseguramiento en salud.
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En Boyacá, respecto a la índice de Pobreza Multidimensional si tiene que durante 2022 fue de 9,6 en cabecera; 6,1 en centros poblados (subió) y rural disperso fue de 15,1%. (DANE, 2022). Las variables que representa mayores inconvenientes a nivel total en Boyacá en el 2022 son: trabajo informal 77,5% bajo logro educativo 48,3%, rezago escolar 23,1, sin acceso a fuente de agua mejorada 10,8%. En cuanto al desempleo para el año 2022, la tasa fue 10,7%, mientras que en 2021 se ubicó en 12,0%. La tasa de ocupación se ubicó en 54,2%, mientras que en el año anterior fue 47,7%. Entre tanto, el material inadecuado de paredes exteriores (0.5%), el trabajo infantil (0.9%), las barreras de acceso a salud con
(2%) al igual que la inasistencia escolar con (2%) se destacan como los componentes menos desfavorables del índice de pobreza multidimensional para Boyacá (DANE, 2023).

La incidencia de la pobreza multidimensional en 2022 para el departamento de Boyacá fue de 9.6%, el porcentaje de personas en situación de pobreza multidimensional en Colombia fue 12,9% en el total nacional; en las cabeceras de 8,7% y en los centros poblados y rural disperso de 27,3%, es decir, el porcentaje de personas en situación de pobreza multidimensional en centros poblados y rural disperso fue 3,1 veces el de las cabeceras (DANE, 2022).

Analizando otras variables se tiene que la prevalencia de inseguridad alimentaria moderada o grave en el departamento fue de 20,74%, lo que indica que en el departamento el 59,7% de sus habitantes viven en inseguridad alimentaria. (DANE, 2022)

El indicador de mortalidad por desnutrición en menores de cinco años calcula el riesgo de muerte por desnutrición que tienen los niños menores de 5 años por cada 100.000 menores de cinco años. Este indicador, ha presentado un comportamiento variable en los últimos años en el 2022, la tasa de mortalidad por desnutrición en menores de 5 años en el departamento es de 2,27 y en el 2023 de 1,09 y el país para este mismo año registró 7,80
muertes por cada 100.000 menores de 5 años. (ASIS - Secretaria de Salud Boyacá, 2023,
pág. 228). 

Mientras que para el año 2021 el departamento de Boyacá reportó un porcentaje de nacidos vivos con bajo peso al nacer de 10,39%, dato superior frente al nacional de 9,86%, la proporción del bajo peso al nacer en el periodo 2012 a 2021 presenta una tendencia al aumento pasando de 9,5% en el 2012 a 10,39 en 2021, reportando la mayor proporción en el año 2021. (ASIS - Secretaria de Salud Boyacá, 2023, pág. 112). Para el Índice de riesgo de la calidad del agua para consumo humano (IRCA) se tomó el dato nacional y departamental del año 2022, reportado al subsistema de información para vigilancia de calidad de agua para consumo humano-SIVICAP, el indicador para el país correspondió al 5,3% y para el departamento al 27,90%, este porcentaje ubica al país en riesgo bajo y al departamento en riesgo medio, indicando que existen diferencias estadísticamente significativas entre las dos entidades territoriales ubicando a Boyacá en peor condición frente al país. (ASIS - Secretaria de Salud Boyacá, 2023, pág. 98)

El Índice de riesgo de la calidad del agua para consumo humano (IRCA) en el año 2022, el indicador para el área urbana correspondió al 7,60% y para el área rural al 44,70%, este porcentaje ubica al área urbana en riesgo bajo y al área rural en riesgo medio, mostrando que existen diferencias estadísticamente significativas que ubican al área rural en peor condición frente al área urbana. (ASIS - Secretaria de Salud Boyacá, 2023, pág. 99)

Según el boletín de la UPME – Ministerio de Minas y Energía, con reportes del año 2006 al 2020. La cobertura del departamento de Boyacá se encuentra al 91%, cobertura reportada por las empresas que operan, distribuyen y comercializan el servicio de gas natural domiciliario, lo anterior solo incluye usuarios residenciales conectados, es decir que ya cuentan con el servicio. (Datos al marzo de 2021). De acuerdo con la Encuesta Nacional de calidad de vida del DANE 2022, se cuenta con una cobertura de gas del 95% en cabeceras municipales y 13% en centros poblados y rurales dispersos. (Gobernación de Boyacá, 2024)

En el año 2021, el Departamento tuvo un déficit de Vivienda del 27.8%. Esta situación de déficit se ha generado, especialmente en las áreas urbanas, donde se evidencia una gran cantidad de asentamiento ilegal e irregular en todo el departamento. El déficit cuantitativo de Boyacá, de acuerdo con el boletín 2021, fue 3.0% por debajo del promedio nacional (7.5%): en las cabeceras municipales el déficit fue del 4.2% y en los sectores rurales del 20.7%. (DANE, 2021, pág. 7). 

En cuanto al déficit cualitativo de vivienda se encuentra por encima del promedio nacional, ya que para el 2021, en Boyacá era de 24.8% mientras que a nivel nacional era de 23.5%. En las cabeceras municipales el déficit fue de 16.7% y 47.5% en la zona rural. (DANE, 2021, pág. 9) El déficit habitacional a nivel general se incrementó 8,3 puntos porcentuales entre los Censos de 2005 y 2018, presionado especialmente en el sector urbano, dado que en el
sector rural dicho déficit disminuyó en la fase intercensal. (DANE, 2021). 

El índice de pobreza multimodal, que refleja la privación de los hogares en distintas dimensiones, indico que  Boyacá se ubica en 9,6 puntos porcentuales. Para “Centros poblados y rural disperso” el cual se ubica sobre 15,10 % para el año 2022.

En cuanto a saneamiento básico, En Boyacá se observa que para el año 2022 en cabeceras el 0,4% de los hogares no cuentan con servicio público de alcantarillado y en centros poblados y rural disperso el 14,8% de los hogares tienen una inadecuada eliminación de excretas. El comportamiento en el departamento para el periodo de 2018 a 2022 es descendiente. (DANE, 2023). 

En el departamento según proyección son 387.939 viviendas, en el cual en centros poblados son 9.966 y rural disperso 142.792, mostrando un resultado en el área rural de 152.758 viviendas en las cuales en los centros poblados poseen acueducto 8710 viviendas y en el área rural dispersa 142.792. Dando como resultado una cobertura del centro poblado de 87.40% y rural disperso del 62.76% (DANE, 2022). 

En cuanto al alcantarillado en los centros poblados poseen 6908 viviendas y en el área rural dispersa 8.073. Dando como resultado una cobertura del centro poblado de 69.32% y rural disperso del 5.65%, este porcentaje se debe a que el manejo de aguas residuales en el departamento de Boyacá en el área rural dispersa se realiza con sistemas de disposición ín situ el cual contempla la unidad sanitaria, el tanque séptico y campo de infiltración. (DANE, 2022)


- RED VIAL – “DETERIORADA”: Según lo reportado por el informe de “Boyacá en cifras 2023”, para el año 2023, el 77,8 % de la red vial primaria se encuentra pavimentada, disminuyendo en 3,4 % con relación al año 2022, mientras que el restante 22,2 % aún está sin pavimentar.
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En cuanto al estado de la red vial, se tiene que el 33 % del total de kilómetros de vías pavimentadas se encuentran en estado bueno o muy bueno; sin embargo, en comparación con el año 2022 esta cifra disminuyó un 31,3 %. Esto seguido del 38,7 % de las vías están en estado regular y el 28,3 % se reportan como estado malo o muy malo. Por otro lado, para las vías sin pavimentar se tiene que el 74,2 % del total de kilómetros se encuentran en estado malo o muy malo, disminuyendo en 13,7 % respecto al año anterior, mientras que el 20,9 % de las vías están en estado regular y tan solo el 4,9 % se reportan en buen estado. Esto quiere decir que 67% de las vías están en muy mal, mal  y regular estado.

Más recientemente, de acuerdo con el reporte de “Estado de la red vial con criterio técnico primer semestre 2024” del INVIAS, se tiene que el 53% de la Red Vial Pavimentada se encuentra en estado regular, malo y muy malo; frente a la Red Vial No Pavimentada se tiene casi un 20% en estado regular, malo y muy malo. 
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- DINÁMICA EMPRESARIAL: De acuerdo con información de las cámaras de comercio de Duitama, Tunja y Sogamoso frente al comportamiento de las matrículas, renovaciones y cancelaciones realizadas en el año 2023, se tiene que la Cámara de Comercio de Tunja, registra mayor participación, con el 57,6 % sobre el total de las matrículas, 54,2 % sobre las renovadas y 56,5 % sobre las unidades productivas canceladas. 
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Al comparar la dinámica en cuanto a matrículas, renovaciones y cancelaciones de las tres Cámaras de Comercio del departamento de Boyacá para los años 2022 y 2023, se encontró una leve diminución para matriculas y renovaciones y un incremento en las unidades canceladas, la cual se muestra a continuación:
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Durante el 2023, se registró a nivel general una disminución del 7,9 % en matriculas y del 13,8 % en renovaciones, mientras que las cancelaciones aumentaron en un 19,6 %, todos estos datos contrastados frente al año 2022. 

Respecto al registro de unidades económicas, se tiene que durante el año 2023, las Cámaras de Comercio de Duitama, Tunja y Sogamoso registraron un total de 9.571 unidades económicas, lo que corresponde a un 7,9 % menos que en el año 2022. Del total de unidades económicas matriculadas, el 83,7 % corresponde a registros como personas naturales, mientras que el 16,3 % restante corresponde a sociedades representadas en empresas limitadas (Ltda.), Sociedad Anónima (S.A.), sociedades colectivas, comandita simple, comandita por acciones, sucursal de sociedad extranjera, Empresa Asociativa de Trabajo, sociedad civil, unipersonal, Entidad Sin Ánimo de Lucro (Esal), economía solidaria y Sociedad por Acciones Simplificada (S.A.S.).

Las unidades económicas matriculadas en las ciudades principales Tunja, Duitama y Sogamoso, representan el 52,2 % del total del tejido empresarial nuevo del departamento, seguido de los municipios de Chiquinquirá 4,4 %, Paipa 3,4 %, Villa de Leyva 2,9 %, Moniquirá 2,4 % y Samacá 2,3 % estos 5 municipios aportan un total de participación del 15,5 % del total del departamento. Los restantes 115 municipios, tienen una participación menor al 1,5 % sobre el total de las matrículas y representan el 32,3 % del total de las unidades económicas matriculadas durante el 2023 en las tres cámaras de comercio del departamento de Boyacá. 

En cuanto a las cancelaciones, durante la vigencia 2023, se registraron un total de 8.046 unidades económicas canceladas, de las cuales el 95,9 % corresponden a registros como persona natural y el 4,1 % restante a diferentes tipos de sociedades. Estas cancelaciones presentaron un incremento del 19,6 % con respecto al año 2022.

- FALTA DE INFRAESTRUCTURA Y SERVICIOS PÚBLICOS EN BOYACÁ: Uno de los aspectos más graves de la exclusión de Boyacá de los PDET es la falta de inversión en infraestructura básica y servicios esenciales. Mientras que en los municipios PDET se han construido 49 centros de salud, 3.887 proyectos de infraestructura y conectividad, y se han electrificado 22.616 nuevos hogares rurales, municipios como Labranza Grande, Pajarito y Pisba carecen de vías de acceso adecuadas, cobertura educativa suficiente y acceso a agua potable. En muchos de estos territorios, la falta de conectividad vial ha dificultado la reactivación económica y la llegada de proyectos productivos, perpetuando la dependencia de economías informales y la vulnerabilidad de la población.

3. Impacto Fiscal. 
En cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales, particularmente lo establecido en el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, se precisa que la presente iniciativa no genera impacto fiscal ni requiere la aprobación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, dado que no implica nuevos gastos públicos ni la creación de beneficios tributarios.
Igualmente, es necesario mencionar que frente a lo previsto en el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, la Corte Constitucional en profusas sentencias de constitucionalidad (C-859 de 2001, C-911 de 2007, C-502 de 2007, C-577/09 C-766 de 2010,  C-373/10 entre otras) ha sido enfática en señalar que: 

 “(…) en materia de gasto público, la competencia parlamentaria desarrolla el principio superior de legalidad del gasto público, según el cual corresponde al Congreso, en su condición de órgano de representación popular, ordenar las erogaciones necesarias para ejecutar los compromisos inherentes al Estado Social de Derecho (artículos 150 y 347 Constitución Política). Sin embargo, el legislador primario por vía de excepción reservó para el Ejecutivo la iniciativa legislativa en relación con algunos aspectos (artículo 154 Constitución Política)”

 “(…) El mencionado artículo 7° de la Ley 819 de 2003 se erige como una importante herramienta tanto para racionalizar el proceso legislativo como para promover la aplicación y el cumplimiento de las leyes, así como la implementación efectiva de las políticas públicas. Pero ello no significa que pueda interpretarse que este artículo constituye una barrera para que el Congreso ejerza su función legislativa o una carga de trámite que recaiga sobre el legislativo exclusivamente. (…)” (subrayado fuera de texto) 

“La Corte considera que los primeros tres incisos del art. 7° de la Ley 819 de 2003 deben entenderse como parámetros de racionalidad de la actividad legislativa, y como una carga que le incumbe inicialmente al Ministerio de Hacienda, una vez que el Congreso ha valorado, con la información y las herramientas que tiene a su alcance, las incidencias fiscales de un determinado proyecto de ley. Esto significa que ellos constituyen instrumentos para mejorar la labor legislativa. Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del ministro de Hacienda. Y en ese proceso de racionalidad legislativa la carga principal reposa en el Ministerio de Hacienda, que es el que cuenta con los datos, los equipos de funcionarios y la experticia en materia económica.”

Lo que quiere decir que la Ley 819 de 2003, de ninguna manera puede interpretarse como una norma de sometimiento de las facultades legislativas al ejecutivo. Por el contrario, su propósito es el de permitir la concordancia y materialidad de las leyes conforme a las realidades fiscales y macroeconómicas del país. En ese sentido la iniciativa que se pone a consideración contiene un artículo que subsume esta regla, diluyendo el argumento de inviabilidad por impacto fiscal, que en todo caso se insiste no puede significar un veto hacia el legislador.

4. Conflictos de interés
Con base en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, según el cual “El autor del proyecto y el ponente presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, de acuerdo al artículo 286. Estos serán criterios guías para que los otros congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal de impedimento, no obstante, otras causales que el Congresista pueda encontrar”. 
A continuación, se pondrán de presente los criterios que la Ley 2003 de 2019 contempla para hacer el análisis frente a los posibles impedimentos que se puedan presentar en razón a un conflicto de interés en el ejercicio de la función congresional, entre ellas la legislativa.  
“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5 de 1992 quedará así:
(…)
a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado.
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión.
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.
Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en las siguientes circunstancias:
a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o de acto legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir cuando el interés del congresista coincide o se fusione con los intereses de los electores.
b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el congresista en el futuro.
c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o disminuyan beneficios, en el cual, el congresista tiene un interés particular, actual y directo. El voto negativo no constituirá conflicto de interés cuando mantiene la normatividad vigente.
d) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto legislativo de carácter particular, que regula un sector económico en el cual el congresista tiene un interés particular, actual y directo, siempre y cuando no genere beneficio particular, directo y actual.
e) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto legislativo que tratan sobre los sectores económicos de quienes fueron financiadores de su campaña siempre y cuando no genere beneficio particular, directo y actual para el congresista. El congresista deberá hacer saber por escrito que el artículo o proyecto beneficia a financiadores de su campaña. Dicha manifestación no requerirá discusión ni votación.
f) Cuando el congresista participa en la elección de otros servidores públicos mediante el voto secreto. Se exceptúan los casos en que se presenten inhabilidades referidas al parentesco con los candidatos (...)”. (Subrayado y negrilla fuera de texto). 

De lo anterior, y de manera meramente orientativa, se considera que para la discusión y aprobación de este Proyecto de Ley no existen circunstancias que pudieran dar lugar a un eventual conflicto de interés por parte de los Honorables Congresistas, pues es una iniciativa de carácter general, impersonal y abstracta, con lo cual no se materializa una situación concreta que permita enmarcar un beneficio particular, directo ni actual. Se considera que este proyecto se enmarca en lo dispuesto por el literal a del artículo primero de la Ley 2003 de 2019 sobre las hipótesis de cuando se entiende que no hay conflicto de interés. En todo caso, es pertinente aclarar que los conflictos de interés son personales y corresponde a cada Congresista evaluarlos.

Por las razones planteadas, pongo a consideración del Congreso de la República este proyecto de ley.

Cordialmente,




HÉCTOR DAVID CHAPARRO 
Representante a la Cámara 
Partido Liberal
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Grafica 2.4. Poblacion distribuida por provincias y area geogréfica del departamento de Boyaca, periodo
2023.
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Fuente: DANE - Proyecciones de poblacion con base en el Censo Nacional de Poblacién y Vivienda 2018. Actualizado en marzo
de 2023, adaptado por los autores.
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Tabla 3.18 Incidencia de la pobreza monetaria;
departamento de Boyacd, 2012 - 2022

%

2012 42,7
2013 45,7
2014 44,3
2015 42,9
2016 40,5
2017 36,5
2018 34,2
2019 35,7
2020 39,8
2021 41,8
2022 36,3

Fuente: DANE. (2024)
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Tabla 3.19 Privaciones por hogar segin afo; departamento de Boyaca, 2018 - 2023.

. 2018 2019 2020 2021 2022 2023
variable %) (%) %) (6 o) (%)
Analfabetismo 10

Bovyaca

en Cifras
— R
2023

2019 2020 2021 2022 | 2023
(%) (%) (%) (%) (%)

Variable

Bajo logro educativo 55 52,1 49,5 48,3 47,7
il?;;r"e;: a servicios para cuidado de la primera a8 66 a8 56 6,1 6,0
Barreras de acceso a servicios de salud 6,3 15 0,3 18 2,0 23
Desempleo de larga duracion 15,6 16,6 17,8 16,7 16,0 15,7
Hacinamiento critico 49 43 34 53 4,4 38
Inadecuada eliminacion de excretas 7,7 84 5,6 7,5 5,9 53
Inasistencia escolar 2,1 2 13,1 33 2,0 1,9
Material inadecuado de paredes exteriores 0,5 0,4 0,2 0,7 0,5 0,3
Material inadecuado de pisos 51 4,9 3,7 4,4 32 2,6
Rezago escolar 28,6 222 25,5 22,1 23,0 24,9
Sin acceso a fuente de agua mejorada 189 16,7 75 11,1 10,8 6,4
Sin aseguramiento en salud 7,1 73 6,5 6,1 5,2 45
Trabajo infantil 1,7 1,2 12 1,2 0,9 0,9
Trabajo informal 79,2 80,5 74,1 75,8 775 775

Fuente: DANE. (2024)
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Tabla 3.20 Privaciones por hogar segtn distribucion poblacional; departamento de Boyaca, 2023.

Analfabetismo

Total (%)

Cabeceras
(%)
3,

Centros poblados
y rural disperso (%)
10,1

Bajo logro educativo

74,8

Barreras a servicios para cuidado de la primera infancia 6,1 59
Barreras de acceso a servicios de salud 1,7 35
Desempleo de larga duracion 15,7 15,5 16,0
Hacinamiento critico 38 4.8 2,2
Inadecuada eliminacion de excretas 53 0,2 14,0
Inasistencia escolar 1,9 1,2 2,9
Material inadecuado de paredes exteriores 0,3 04 0,0
Material inadecuado de pisos 2,6 0,1 6,9
Rezago escolar 249 23,0 28,0
Sin acceso a fuente de agua mejorada 6,4 0,0 17,2
Sin aseguramiento en salud 45 4,6 4,2
Trabajo infantil 0,9 0,3 1,9
Trabajo informal 775 70,4 89,3

Fuente: DANE (2024)
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Tabla 14.1 Estado de la red vial primaria a cargo del Invias distribuidas por el departamento de Boyaca,
2019-2023

> Pavimentado (Km) Sin pavimentar (Km)

e Muy bueno  Bueno | Regular Malo Muy malo | Muy bueno  Bueno = Regular Malo Muy malo
2019 54,7 165,7 280,3 156,2 2,0 0,0 9,9 12,4 118,0 43,0
2020 47,33 184,61 302,29 @ 133,35 2 0 4,6 61,4 107,2 0,09
2021 37,93 190,22 | 272,11 172,66 2,00 0,08 13,02 46,76 107,90 0,09
2022 40,57 233,62 | 256,35 144,41 4,00 0,00 1,06 21,92 126,73 13,91
2023 5,55 182,83 | 221.37 | 159.92 2,00 0,00 8,02 3399 | 103,46 17,26

Fuente: Invias (2024)
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Grafica 11.1. Consolidado total de unidades econémicas en el departamento de Boyacd, 2023.
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Fuente: Autores a partir de informacion de Cadmara de Comercio de Tunja, Camara de Comercio Duitama, Cidmara
de Comercio de Sogamoso. (2024). Nota: Los registros realizados como establecimientos de comercio, no fueron
considerados para la totalizacién de la informacion en ninguna de las tablas de este capitulo, ya que al hacerlo
pueden presentarse duplicidades.
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Grafica 11.2. Consolidado total de unidades econémicas Camaras de Comercio de Boyaca 2023
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Fuente: Autores a partir de informacion de Camara de Comercio de Tunja, Cdmara de Comercio Duitama, Camara
de Comercio de Sogamoso. (2024).
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